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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

l,ima, 15 de octubre de 2018

ASUNTO

Recurso dc agravio constitucional interyuesto por don Luis Albcrto Rcycs
Mo¡ales contra la resolución de fojas 59, de fecha 10 de enero de 2018, expedida por la
Sala Penal de Apelaciones dc la Corte Superior de Justrcia de Áncash, quc dcclaró la
improcedencia liminar de la demanda de áaó¿as .o/puo, de autos-

T,IINDJ\MENTOS

En la scntcncia emitida en el Expediente 0098 7-2014-PA/TC, publicada en el diario
ctal El I'eruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, cn el

¿19. con carácter de precedente, que se cxpcdirá senlencia iflterlocutoria
atoria, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de los siguientes

s. que igualmente estiár contenidos en el añículo ll del Rcglamento
ormativo del l'ribunai Constit¡.¡cional

Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque-
La cuestióI1 de Derecho contenida en el recurso no sea de especial
trascendencia constitucional.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En el presente caso, se evidencia que el recurso de agravio ¡o está referido a una
cuestión de Derecho de especial trascendencia constitucional. Al respecto, un
recumo carece de esta cualidad cuando no está ¡elacionado con el contenido
constitucionalmente protegido de ul1 derecho fundamcntal; cuando versa sobre un
asu)to mate almente excluido del proceso de tutela de qüe se trata; o, finalmentc.
cuando io pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial
urgencia.

3. Expresado de otro modo, y teniendo en cucnta lo precisado en el fundamento 50 de
la sentencia emitida en el Dxpediente 00987,20I4-PA/TC. uni¡ cuestión no reviste
cspeciai trascendencia constitucional en los siguientes casos: (l) si una futura
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resolución del Tribunal Constitucional no soluciona algún conflicto de relevancra
constitucional, pues no existe lesión que comprometa el derecho fundamental
involucrado o se trata dc un asuDto que no conesponde resolver en la via
co¡stitücional; o (2) si no existe necesidad de tutelar dc manera urgente el derecho
constitucional invocado y no median razones sl¡bjetivas u objetivas que habilitcn a
este órgano colegiado para emilir un pronunciamiento de londo.

En el caso de autos, el recurso interpuesto no está referido a uI1a cuestiót de
de especial trasccndencia constitucional, toda vez qul¡ no aludc a un asunto

una tulela de especial urgcncia, pues está di gido a cuestionar una
ión judicial que era susceptible de ser impugDada ante lajudicatura o¡dinaria

Iectos de su rcvcrsión. En efecto. se cuestiona la scntcncia de l'echa 28 de marzo
de 2017, a través de la cual el Juzgado Penal Unipersonal de la Provincia de Hu¡ri
dictó scntencia de conlormidad contra el recunente y le impuso dos años y siete
meses de pena p vativa de ]a libertad, suspcndida en su ejecución por el plazo de
un año, como autor del delito de omisión de asistencia familiar (Expediente 00298-
2016-0-0206-JR-PE-01).

Se alega que la sentencia cuestionada vulncra los derechos al debido proccso y a la
lutela procesal cfectiva, por lo que se debc disponer que se emita una nueva
sentencia y se deje sin cfcctos todos los actos posteriores, como es la emisión dc la
resolución mcdia¡te la cual el órgano judicial revocó la suspensión de la pena. Se
afirma que la sentencia que impuso la pena al actor es ilegal, puesto que le
corespondía una condena inferior conforme a lo establecido en Ia norma penal, a la
bonificación especial de reducción del castigo por conclusión anticipada y porquc
el rccurente no registraba antecedente penal alguno.

6. Sin embargo, de autos se aprecia que a efectos de recuÍir ante la Juslicia
constitucional no sc agotaron los recursos intemos previstos en cl proceso penal ¿

fur de revertir los efectos de la cilada resolución judicial que alectaría cl derecho a
la libertad personal materia de tutela del ,abeas corpus.

Iln efecto, de autos sc aprecia que en el marco del juicio oral el recurrente estuvo
patrocinado por su abogado de iibre elección, acto en el que el Juzgado Penal
Unipersonal de Huari emitió la sentencia de 1écha 28 de marzo de 2017 quc se
cuestiona en autos (f. 6); sin embargo, cl actor y su delénsa dieron su conlormidad
f¡ente a dicho pronunciamiento judicial. Asimismo, de autos no se advierte que el
favo¡ccido o su delénsa hayan inte¡puesto el recurso de apelacióD contra la aludida
sentenoia, pcse a que no existe impedimento legal para ello, limitando de ese modo
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a que el órgano jurisdiccional superior pueda emiti¡ respecto de aquella un
pronunciamiento en segundo grado. Por consiguiente, el recurso de autos debo sgr
declarado improcedente.

8. A mayor abundamiento, de autos se adviefe que el actor tampoco agotó los
recr¡rsos internos previstos en el proceso penal a fin de reveftir los eléctos de Ia
Resolución 14, dc fecha 10 de octubre de 2017, mediante la cual el Juzgado de
Investigación Prcparatoria de Huari revocó la suspensión de la pena que se le
impuso.

9. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a I supra, se verifica que
el presente recurso de agravio ha incunido en la causal de rechazo prevista en el
acápite b) del ftmdame¡to 49 de la sentencia emitida en el Expedienre 00987-2014-
PA/TC y en el inciso b) del artículo 1l del Reglamento Nomativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, coresponde declarar, sin más triímite, improcedente
el recurso de agra\ jo conslitucional.

RESU¡]LVE

Decla¡ar IMI'ROCEDENTE el recurso de agravio conslitucional porquc la cuestión de
Derecho contenida en cl recurso carece de especial trascendencia constitucional.

Publíquese y notiliquese

SS.

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA L1p

Lo que

ESPINOSA-SALDAÑA BAR ILA

JAJ,¡

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
conliere la Constitución Política del Peú, y la participación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado lerero Costa,

Además, se incluye el lundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña
Ba¡rera.

X
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FUNDAMENTo DE voro DEL MAGISTRADo EsptNosA-s^LDAñA
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Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
nccesario señalar lo siguiente:

Nuestra responsabilidad como jueces constiluoionales del Tribunal Constitucional
peruano incluye pronunoiarse con resoluciones comprensibles, y a la vez, rigurosas
técn;camente. Si no se toma en cuenta ello, el l'ribunal Constitucional lalla a su

rcsponsabilidad institucional de concrelización de la Constitnción, pues debe
hacerse entender a cabalidad cn Ia compresión del ordenamientojuridico conlonne a
los principios, valorcs y demás preceplos de esla misma Constitución.

2. En ese sentido, conviene advertir al recurente q!¡e en el ordena¡niento jurÍdlco
peruano, confbrme al articulo 4 Código Proccsal Constitricional, la lulela procesal
electiva incluye al debido proceso en sus dif¿rentes maniféstaciones.

3. Resulta además necesario resaltar la difcrlncia entre afectación y vulneración. Así.
en el fundamento juríd¡co 6 oncuentro presente una conlusión de carácter
conceptual, que se repite asimismo en otras resoluciones del Tribunal
Conslitucional, la cual consiste en ulilizar las expresiones "afectación',
"intervención" o similares, para hacer a rererencia cicrtos modos de injerencia en el
conlenido de derechos o de bienes constitucionalmente protegidos, como sinónimas
dc "lesión" o "vulneración".

4. En rigor conceptual, ambas nociones son dilerentes. Por una parte, se hace
ref¿rencia a "intervcnciones" o "afectaciones" iusfundamentales cuando- dc manera
gcnérica, exisle alguna forma de incidencia o injcrcncia en el contenido
conslitucionalmente protegido de un derecho, Ia cual podria scr Ianto una accii,n
conro una omisión. podría tener o no una connotación ncgativa, y podria lratarse de
una injerencia dcsproporcionada o no. Así visto, a modo de ejemplo, Ios supucslos
de rcstricción o limilación de derechos fundamentales. asi como muchos casos dc
delimitación dcl contenido de estos derechos, pueden ser considerados prinu lbu,
es decir antes de analizar su legitimidad constitucional, como formas de alectación o
de intervención iuslundamental.

5. Por otra parte, se alude a supuestos de "vulneración" o "lesión" ¿1 contenido de un
derecho fundamental cuando eslamos ante intervenciones o afectacioncs
iuslundamentales negativas, directas, concretas y sin una justificación razonablc.
Por cierto, caliiloar a tales afectaciones como negalivas e iniustificadas, a Ia luz de
su incidencia en el ejercicio del derecho o los derechos alegados, presupone la
realización de un análisis de mérito sobre la legitimidad de Ia interlerencia en el
derecho.
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6. Además, considero necesario señalar que estamos ante una amenaza a un derecho
fundamental cuando nos encontramos ante un hecho luturo que constituye u¡
peligro próximo (cierto e inminente), en lanto y en cuanlo conñgura una inciden(ic
negativa, concreta. directa y s in .iustificac ión razonable a ese derecho fundamental.

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA

S.
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VOTO SINGULAR DEL MAGIS'I'RADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respcto por la ponencla
dc mi colcga magistrado. emito el presente voto singular. para expresar respetuosame[te
que disienlo del precedente vinculante establecido en la Sentencia 0098'7-2014-PNTC,
SENTENCIA INTERf.OCUIORIA DENEGATORIA. por los tundamentos que a

continuación cxpongo:
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EL TRIBUNAL CoNSTITUCIoNAL coMo coRTf, Df, Rf,vIsIóN o FALLo y No DE

CASACTÓN

La Constitución dc 1979 crcó el Tribunal de Garantías Constitucionales como
instancia de casación y la Constituciól de 1993 convirtió al Tribulal Constitucional
en instancia cle tállo. La Constitución del 79, por primera vez eD nuestra historia
conslilucional, dispuso la creación de un órgano ad /roc, indepcndicntc del Podcr
Judicial, con la tarea de garaltizar la supremacía comtitucional y la vigencia plena
de los dercchos fundamcntales.

2. La Lcy Fundamcntal de 1979 eslableció que el 'lribunal dc Garantías
Conslitucionales era un órgano de control de la Co¡stituciót, que tenia jurisdicción
en lodo el territorio nacional para conocer, en ría de ca.tac¡ón, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho T bunal no
constituía una instancia habilitada peLra 1álla¡ en lorma dcfinitiva sobre la causa. Es
decir, no sc pronunciaba sobre ios hechos invocados como amcnaza o lesión a los
derechos reconoiidot <n la Constilucion.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus a¡tículos 42 al 46. que
dicho órgano, al (]ncontrar ula resolüciór denegato¡ia quc ha violado la ley o la ha
apiicado en forma crrada o ha incurtido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda. procederá a casd la sentencia y, luego de
scñalar la dellciencia, devolverá k)s actuados a la Coúe Suprema de Justicia dc la
República (rccnvío) pa¡a que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
proccdimiento que, a lodas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionalcs
nrencionaclos.

4. El modelo de tuteia ante a¡nenazas y vulncración de derechos fue sc¡iamente
modificado cn la Constitución de 1991. En primer lugar, se amplian los
mecanismos de tutela dc dos a cuatro, a sabe¡ habeas corpus, afrtparc, habeat data
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano dc control de la constitLlcionalidad, aun cuando ia Constitución lo
calillca erróneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en
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materia de procesos constitr¡cionales de la libertad, la Constitución establece que el
Tribunal Constitucional es instancia de revisión o 1'allo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribun,¡l Constitucionál "conocer, en última y
def¡k¡t¡ta iftstdncia, lds lesolucü)fies denegatorias dictadas en los procesos de
hubeas corpus, amparo, habeas data y accíón de cumpl¡miento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos ftrndamentales,
exige que el Tribunal Constitucional cscuche y evalúe los alegatos de quien s.
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravendria mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
del¿nsa de la persona humana y el respeto de su dignidad como ñn supremo de la
sociedad y del Est¿do (afículo l), y "ld obsefld cia del debido proceso y tutela
jurisd¡cciondl- Ni guna perr^ona puede sü desl)i.lda de la jurísdicción
predelerminada pol la ley, ni sometidu a procedim¡ento distinto de los preyiamenle
es¡ablecidos, ni juzgada por ótganor ¡urísdiccionales de excepción n¡ pot
comisiones especiales creadas dl ef¿cto cualquiera sea su denominación",
consagrada en el artículo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece en otros paises, cn los cuales el
acccso a la última instancia constitucional tiene luga¡ por la vía del certiorcri
(Suprema Corte de los Estados Unidos). en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitr¡ción capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libeúad cuando el agraviado no haya obtenido una
proteccióÍ de su derccho en sede del Podc¡ Judicial. En otras palabras, si 1o que
cstá en discr¡sión es la supucsta alnenaza o lesión de un derecho fu¡damental, se
debe abri¡ la vía correspondiente pala que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarsc. Pero la apertura dc esta via solo sc produce si se permite al
pelicionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
analrsis de lo que :e prclende. Lle lu quc sc inr oca.

7. Lo constitucional es escuchar a la pañe como concretización dc su derecho
irrenunciable a la defensa; además, un T¡ibunal Constitucionai constituye el más
electivo medio de delensa de los dcrechos fundamentales liente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo dc [a justicia frente a la
arbitra¡iedad.

EL DERECHo A srR oiDo coMo l\tA\ll¡trsr{clóN DE LA DEMoCRATIZACIó¡¡ DL l,()s
PRoclrsos CoNsrITuctoNALEs DE L]\ LIBER'tAI)

8. La administ¡ación dc justicia constitucional de la libertad que b nda (-l 'l bunal
Constitr¡cional. desde su creación. es respetuosa como correspoDde, del derecho de
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defensa inherente a toda persona, cuya manifcstación primaria es el derecho a ser

oido co¡ todas las debidas ga¡antias al interior de cualquier proceso en cl cual se

detenninen sus dcrcchos, intereses y obligaciones.

9. Precisame¡te, mi alejamiento rcspecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista eslá relacionado con la defensa, la cual, sólo es

eiictiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pefineDtes, concretándose el principio de inmediación que
debe ¡cgir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, conesponde señalar que, en tanto que la
potcstad de admi¡ist¡ar justicia colstitr¡ye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejcrcicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto ¡espeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantias.

1 L Cabe añadir que la participación directa de las panes, en defcnsa de sus intereses.
quc se concede e11 la ar¡diencia de vista, también constituyc un elemento que
democratiza el proccso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfera dc interés de
una persona sin permitirle alegar lo corespondiente a su iavor, lo que resultaria
excluye¡te y antidemocrático. Además, cl I'ribunal Constitucio[al tiene el deber
ineludiblc de optimiza¡, eI1 cada caso concreto, Jas razones, los motivos y ]os
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la juslicia de sus razones, por
exprcsar dc modo suñciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.
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12. En ese sentido, la Corte lnteramericana de Derechos Humanos ha establecido qüe el
derecho de defetsa "obliga al Estado a trctar dl indiyid o en todo momento cofio
un verdadero sujeto del proceso, en el más anplio sent¡Ju Jc ¿\te concepto, y fio
simplemente como objefo del m¡sh1o"'. t que "para quc crista debitlo pr,',eso legal
es preciso que un justiciable pueda hacer yaler sus derechos y defender sus
intereses en fórma el¿ctíva ! en cond¡ciofies de igualdad procesal cotl otros
justiciables'¿.

1 Corte lDH. Caso Baneto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009.
pána1b 29.
2 Co.t. IDH. Caso llilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y 'fobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, pánafo 146.
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13. Ll modclo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede scr

desvi¡tuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprcte supremo, pero no su reformador, loda
Ycz que oomo órgano constituido también está sometido a la Constitución.

1,1. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la dcnominada
"scntencia interiocL¡loria", el recu¡so dc agravio constitücionai (RAC) pierde su

verdadera esencia iuridica, ya que el Tribunal Constitucional no ticne competenLia
para "revisar" ni mucho menos "recalillcar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
T bunal Conslitucional no "concede" el ¡ecurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior dcl Poder Judicial. Al Tribunal lo que le coresponde es conoce¡ del
RAC y pronunciarse sobre el foÍdo. Por ende, no le ha sido dada la competcncia dc
rechazar dicho recurso, sino por ei contrario de "conocer" lo quc la partc alega
como un agrar io quc lc cru(a indcÍcn5ion.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos pa¡a su

aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

requiere ser aclarado, justilicado y concretado en supuestos específicos, a saber,

identificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no deiinirlo, ¡i jr-rstilicnrlo,

convierte el empleo de la p¡ecitada sentencia en a¡bitrario, toda vez que se pod a

afcctar, cntre otros, el derecho fundamental de defensa, en su manilestación de ser
oído con las debidas gara¡tías, pues eilo daría lugar a decisiones subjelivas y
carentcs dc prcdictibilidad, afcctando notablemente a los justiciables, quienes
tendrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, m rtafis mtú¡ind¡s, el p¡ecedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el -l'ribunal Constitucional en otros
Iallos, como en el caso Luis Siinchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafi¡mación de la naturaleza
procesal de ios procesos constitucionales de ia libeflad (snpletoriedad, vía prerie,
vías paralelas, litispendencia, invocación dcl dc¡echo constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin cmbargo, ci hecho de que los proccsos constitucionales de la liberrad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye ur1

motivo para que se pueda desvi¡tuar la esencia principal del recurso de agrar io
constitucional.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional ¡eprcsenta la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a l'avor de que en el prescnte caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que cl l'ribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea Ia adecuada para poder escuchar a las personas alectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial:
especialmente si se tiere en cuenla que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacio¡al de protección de de¡echos
hr¡manos.

20. Como afirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una del¡nsa tolal de la Constitución. pues si toda garantía constitucional
cntraña el acceso a la prestación jurisdiccional. cada cual al defende¡ su derccho
eslá deléndiendo el de los demás y el de 1a comuddad que resulta oprimicla o
envilecida sin la protección iudicial auténtica".
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